
Firmas adjudicatorias com-
partidas entre las organizacio-
nes violentistas Weichan Auka
Mapu (WAM) y Resistencia
Mapuche Lafkenche (RML) re-
veló el ataque incendiario con-
tra una faena forestal perpetra-
do la noche del viernes en Con-
tulmo, a tres kilómetros de la
zona urbana de esa comuna del
cono sur de Arauco, en la Re-
gión de Biobío. 

Las siglas de ambas agrupa-
ciones radicalizadas fueron en-
contradas, durante las prime-
ras diligencias, en rayados de
troncos, de planchas de zinc,
de baños químicos y de vehícu-
los que estaban en el lugar.

Durante 2023 se confirmó
que en la macrozona sur son
diez las agrupaciones violen-
tistas que cometen atentados
contra personas, predios agrí-
colas, maquinarias forestales y
de empresas ligadas al área de
la construcción. Sin embargo,
también han expandido su ac-
ción en contra de centros de sa-
lud, establecimientos educa-
cionales y espacios comunita-
rios. No obstante, hasta ahora
cada grupo había actuado de
manera diferenciada tanto por
zonas como por demandas y
exigencias y sin exhibir alian-
zas al momento de reivindicar
sus ataques.

El teniente coronel Giuliano
Malverde, subprefecto de la
Prefectura de Carabineros de
Arauco, confirmó que perso-

nal de la tenencia de Contulmo
fue alertado telefónicamente
del ingreso de encapuchados al
predio forestal Porvenir. Allí,
dos maquinarias fueron consu-
midas por el fuego mediante el
uso de líquido acelerante. 

Precisó que no hubo daños a
otros inmuebles ni tampoco le-
siones a personas. También ra-
tificó el hallazgo en el lugar del
ataque de panfletos y rayados
alusivos a hechos de violencia.
El lugar del violento episodio
se encuentra resguardado por
personal policial de Control de
Orden Público y por destaca-
mentos de la Armada, institu-
ción a cargo del estado de ex-
cepción en esa provincia.

El delegado provincial ,
Humberto Toro, confirmó que
el ataque afectó a una faena de
bosques y que en el lugar fue-
ron destruidos un tractor fo-
restal y un vehículo trineumá-
tico. “La provincia de Arauco
ha reducido significativamen-
te los hechos de violencia y es-
pecialmente los que están vin-
culados a atentados incendia-
rios y faenas forestales o em-
prendimientos locales que
quieren dinamizar la economía
de la zona”, recalcó.

Sin embargo, un informe so-
bre la violencia, publicado el
miércoles 21 por la Multigre-
mial de La Araucanía, reveló
que en enero hubo 20 atenta-
dos en la macrozona sur. La ci-
fra implica un aumento del
43% en comparación con el
mes anterior.

Contra faena forestal:

Grupos violentistas
realizan atentado
conjunto en Contulmo

En el ataque incendiario coordinado
participaron la WAM y la RML.
VÍCTOR FUENTES Y FELIPE GONZÁLEZ

DESTRUC-
CIÓN.— En el
violento episodio
fueron quemadas
dos maquinarias
y se encontraron
rayados adjudi-
catorios en
distintas instala-
ciones.
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Republicano y Revolución De-
mocrática, el expartido de ambos,
pues fueron expulsados tras co-
nocerse el caso en junio pasado.

El resultado de la futura au-
diencia que pedirá Fuica, mili-
tante suspendida de RD, depen-
derá, probablemente, de cómo
enfrente el interrogatorio. Por-
que al rechazar las solicitudes de
Andrade y Contreras, el tribunal
consideró fundamental si los im-

Esta semana que pasó, en para-
lelo a dos importantes hitos del
caso Convenios, en su arista De-
mocracia Viva, la concejala de An-
tofagasta Paz Fuica, tercera for-
malizada del caso junto al exsere-
mi de Vivienda de Antofagasta
Carlos Contreras y del exrepre-
sentante de Democracia Viva Da-
niel Andrade, avanzó en su defen-
sa: alista declarar ante la fiscalía en
calidad de imputada y pedir una
audiencia para debatir el cambio
de sus medidas cautelares, pues
está en prisión preventiva al igual
que Contreras y Andrade. Con
ello se cierra una semana clave en
el caso, mientras comienza a alis-
tarse una nueva diligencia que
pudiera venir acompañada, a su
vez, de nuevos antecedentes.

Los tres, Contreras, Andrade
y Fuica, están formalizados por
fraude al fisco reiterado por con-
venios por más de $400 millo-
nes, sin embargo, hasta ahora,
solo Contreras y Andrade han
pedido cambiar sus cautelares.

Esto lleva al primer hito: el
martes, el tribunal de garantía an-
tofagastino rechazó la solicitud de
modificar la prisión preventiva de
Andrade y Contreras. Sus defen-
sas afirmaron que había antece-
dentes nuevos en la causa que
ameritaban acceder a una cautelar
menos gravosa, algo que argu-
mentó en contra la fiscalía y los
querellantes: el Consejo de Defen-
sa del Estado (CDE), la UDI, el P.

putados habían aportado o no
información a la causa.

Figuras del FA
concentran miradas

El otro hito de la indagatoria
ocurrió entre el jueves y viernes,
pues declararon en calidad de
imputados el jefe de asesores del
Segundo Piso de La Moneda, Mi-
guel Crispi; la directora de Pre-

supuestos (Dipres), Javiera Mar-
tínez, y el exministro de Desarro-
llo Social Giorgio Jackson, en el
contexto de una ampliación de
querella presentada por los par-
lamentarios republicanos Cris-
tián Araya y Juan Irarrázaval. El
jueves comparecieron Crispi y
Jackson, mientras que el viernes
lo hizo Martínez, cada uno con
sus respectivos abogados.

Según quienes conocieron par-
te de los interrogatorios, se les
preguntó por sus vínculos con
Democracia Viva, la eventual fal-
ta de controles —dependiendo el
caso— y la flexibilización de exi-
gencias para las fundaciones, así
como cuándo supieron de los
cuestionados convenios. Esto úl-
timo, dado que además de fraude
al fisco, la fiscalía indaga el delito
de omisión de denuncia, dado
que los funcionarios públicos son
sujetos obligados.

En esta arista, el viernes en la
tarde compareció también la ex-
subsecretaria de Vivienda Tatiana
Rojas, quien declaró en calidad de
imputada ante la fiscalía acompa-
ñada de su abogado Jaime Winter.

A Crispi se le habría pregun-
tado su relación laboral entre él y
la arquitecta Verónica Serrano,
quien es su tía y fue jefa del Pro-
grama de Asentamientos Preca-
rios entre julio y diciembre de
2022. Esto, porque Crispi fue
subsecretario de Desarrollo Re-
gional hasta el 8 de septiembre
de ese año. El jefe de asesores ha-
bría indicado a los persecutores

que no habló temas laborales
con su familiar en esas fechas y
menos hubo menciones a los
ahora cuestionados convenios.

Cambio de estrategia

Volviendo a Fuica, a fines de
enero cambió a sus abogados y
quedó representada por Rodri-
go Lazo Parada y Jorge Mayne
Möller, ambos exfiscales del Mi-
nisterio Público. Según el entor-
no de la concejala, no existirían
mayores antecedentes a los que
ya se encuentran en carpeta, lo
que demostraría, al menos para
la defensa, que no existió interés
de Fuica en coludirse con Con-
treras y Andrade para los cues-
tionados convenios.

Dos semanas atrás, el CDE de-
cidió ampliar su querella original,
que era contra Contreras y An-
drade, y sumar a Fuica. En ella se
indica que ella “intervino directa
y deliberadamente en materias de
asentamientos precarios, actuó
resolviendo con el imputado Car-
los Contreras Gutiérrez cuáles se-
rían las fundaciones que serían
destinatarias de transferencias de
fondos públicos por convenios en
el marco del PAP (el Programa de
Asentamientos Precarios)”.

Además, su defensa buscará
relevar que, al contrario de Con-
treras, su representada no ha re-
gistra mensajes borrados de
WhatsApp, demostrando que
Fuica siempre consultó cualquier
toma de decisión con Contreras.

Militante suspendida de RD pedirá audiencia para modificar su prisión preventiva

Democracia Viva: Nombres de RD
marcan semana clave y concejala
Fuica alista declarar como imputada

M. VEGA

La defensa de la tercera formalizada del caso buscará establecer que no habría nuevos antecedentes que
involucren a su representada, por lo cual debiera sustituirse medida cautelar. Hasta el momento, se ha
rechazado dos veces la misma solicitud de Carlos Contreras y Daniel Andrade.

En prisión preventiva quedo la concejal Paz Fuica.
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El 12 de marzo comenzará a ven-
tilarse en el Tribunal Oral en lo Pe-
nal (TOP) de Temuco la causa con-
tra el líder y vocero de la Coordina-
dora Arauco Malleco (CAM), Héc-
tor Llaitul Carrillanca, quien este
fin se semana cumplió 550 días en
prisión preventiva. Por el momen-
to, a menos que se acoja la solicitud
de las defensas, coincidirá en algu-
nas jornadas con el nuevo juicio en
contra de su hijo, Ernesto Llaitul Pe-
zoa, anulado por la Corte Suprema
y cuyo inicio está programado a
partir del 20 de marzo.

A Llaitul padre la Fiscalía de Alta
Complejidad de La Araucanía le
imputó cinco delitos, contempla-
dos tanto en la Ley de Seguridad del
Estado como en el Código Penal.
Por el conjunto de estos ilícitos, el
ente persecutor pide un total de 25
años de reclusión, para lo cual pre-
sentó más de 200 medios de prue-
bas, 76 testigos y 20 peritos.

El excoordinador de seguridad
de la Macrozona Sur Pablo Urquí-
zar y el abogado penalista Carlos
Tenorio, quien ha representado a
un centenar de víctimas de la vio-
lencia, coinciden en que existen ele-
mentos clave que permiten enten-
der la relevancia de este caso, consi-
derado la “madre de todos los jui-
cios” por hechos de violencia rural.

Los delitos

La fiscalía le formuló car-
gos por cinco delitos a Llaitul: inci-
tación a la violencia y apología de la
violencia, ambos contemplados en
la Ley de Seguridad del Estado; y
por usurpación violenta de un pre-
dio, hurto simple por robo de ma-
dera y atentado contra la autoridad,
contenidos en el Código Penal.
“Dos de estos cinco delitos van a ser
juzgados por las leyes que estaban
vigentes al momento de la comisión
de los ilícitos y no por la nueva le-
gislación promulgada con posterio-
ridad respecto del robo de madera y
de las usurpaciones, que a diferen-
cia de las anteriores, considera ma-

yores penas y no solo multas”, dice
Urquízar. Tenorio agrega que el
principio prorreo establece que
siempre se debe aplicar la legisla-
ción menos gravosa: si las nuevas
normas sobre robo de madera y
usurpación tuvieran menores pe-
nas, estas regirían para este juicio.

Ejecutivo
querellante

Durante el gobierno del fallecido
presidente Sebastián Piñera, el Mi-
nisterio del Interior se querelló con-
tra Llaitul por delitos de la Ley de
Seguridad del Estado, acción que
facilitó su posterior detención. En
esa dirección, el excoordinador Ur-
quízar resalta la relevancia de que el
actual Ejecutivo le dé continuidad a
su acción y esté presente en el juicio
mediante sus abogados. “Es muy
necesario que el Gobierno participe
como interviniente en todas y cada
una de las audiencias”, dice. En tan-
to, Tenorio considera que ello tiene
importancia “en la medida que sea
un interviniente activo y que no
concurra solo para adherir a lo que

diga la fiscalía”.

Plan de 
seguridad

Un factor que Urquízar también
recomienda atender son las medi-
das de seguridad en torno al juicio,
tanto respecto de las condiciones
para los jueces e intervinientes co-
mo para los desplazamientos de
Llaitul desde la cárcel hasta el tribu-
nal. Hace notar que “muy proba-
blemente la CAM ejercerá acciones
de presión y amenazas” y podría
realizar atentados y cortes de ruta.
En su argumentación hace notar
que Llaitul “deberá ser derivado,
durante cada jornada del juicio,
desde la cárcel de Concepción hasta
el tribunal de Temuco, lo cual im-
plica una complejidad en todo ese
extenso trayecto”. Al respecto, Te-
norio resalta que hay dos institucio-
nes responsables del resguardo de
los juicios: la Unidad Regional de
Atención a las Víctimas y Testigos
(Uravit) de la fiscalía y Carabineros,
los que tienen experiencia en estas
causas de mayor dificultad. Ade-

más, recuerda que en La Araucanía
y Biobío rige el estado de excepción
de zona de emergencia.

Testigos
protegidos

De las 76 personas que prestarán
declaración en audiencia, Urquízar
recalca que cinco tienen la calidad
de testigos protegidos y que se debe
garantizar su seguridad, “precisa-
mente para evitar represalias por
parte de la CAM”. En la prepara-
ción de juicio oral, este tema generó
controversia, luego de que la jueza
a cargo de esa etapa procesal aco-
giera la solicitud de la defensa de
Llaitul y ordenara al Ministerio Pú-
blico entregar las identidades. Lue-
go de una serie de recursos, el dicta-
men de primera instancia fue revo-
cado y se validó mantener la protec-
ción de los testigos. Sobre este
punto, Tenorio comenta que “la fi-
gura del testigo protegido está ab-
solutamente consagrada para per-
seguir diversos delitos, como en el
caso de los ataques terroristas, y es
parte de la legislación de muchos
países; por lo tanto, cualquier inten-
to de desacreditarlos es impropio”.

Huelga de
hambre

Desde el 11 de diciembre de
2023, Llaitul y otros miembros de
la CAM anunciaron una nueva
huelga de hambre para obtener be-
neficios carcelarios y en apoyo a
Ernesto Llaitul y a otros cuatro mi-
litantes de la organización que ha-
bían sido condenados. Aunque al-
gunos de los manifestantes sostu-
vieron que bajaron el ayuno luego
que ese juicio se anulara, Urquízar
pronostica que en los días previos a
que comience a ventilarse la causa
de Héctor Llaitul “este y otros 14
presos de la CAM, que se mantie-
nen en esa condición, van a maxi-
mizar su huelga”. Tenorio afirma
que “como método de presión in-
debida, esta acción no puede tener
ninguna injerencia en el juicio y su
resultado”.

Desde el 12 de marzo, activista enfrentará proceso por cinco ilícitos:

Las claves que marcarán el juicio
contra Héctor Llaitul, el vocero de
la Coordinadora Arauco Malleco

El Tribunal Oral en lo Penal de Temuco se alista para dirimir la causa por delitos de la
Ley de Seguridad del Estado y de otros ilícitos contemplados en el Código Penal.
VÍCTOR FUENTES BESOAÍN

ACUSACIÓN.— La fiscalía presentó 76 personas que declararán en audien-
cia. Cinco de ellas tienen la condición de testigos protegidos.
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n Perfil de las
defensas de
Crispi,
Jackson y
Valenzuela
Guillermo Chahuán,

Miguel Schürmann y Jona-
tan Valenzuela son, en este
orden, los abogados del
jefe de asesores del segun-
do piso, Miguel Crispi; del
exministro de Desarrollo
Social Giorgio Jackson; y
de la directora de Presu-
puestos (Dipres), Javiera
Martínez.

Los tres estudiaron en la
U. de Chile, y han cursado
diversos másters (en uni-
versidades como la de
Barcelona, la U. de Bonn y
la U de Girona) y practicado
docencia en universidades
como la U. de Chile, la U.
Adolfo Ibáñez, la U. Alberto
Hurtado, más enfocado en
el derecho penal y penal
económico en el caso de los
dos primeros, y en derecho
procesal en el caso de Va-
lenzuela. Los tres hablan
inglés: Schürmann además
habla alemán, y Valenzuela,
catalán.

Cada uno llegó en vehículo
con sus representado: Crispi
y Martínez iban de pasajeros,
mientras que en el caso de
Jackson, él iba de conductor.

Cada uno abordó en
forma distinta el fin de la
diligencia: Chahuán envió un
comunicado, Schürmann dio
un punto de prensa en la
Fiscalía Nacional, y Valen-
zuela, por el momento, no
ha dado declaraciones.
Además de ellos, en el caso
de Martínez, estuvo también
acompañada por la abogada
Fedora Ramos, abogada de
la U. del Desarrollo, quien,
según Linkedin, fue la mejor
alumna del año académico
2020, promoción 2016, y
realizó su práctica profesio-
nal en 2022 en la Corpora-
ción de Asistencia Judicial
Metropolitana.
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